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Añadiendo el propio Fundamento Jurídico Tercero citado, lo que sigue: “En este mismo sentido la sentencia dictada 
en el recurso 3/2008 (en el recurso de casación en interés de ley) realiza un examen detallado de la evolución de la 
devolución de ingresos indebidos a lo largo de los diversos preceptos que se le han aplicado y que en relación a la 
ley 58/2003 señala que: “En la nueva LGT 58/2003, de 17 de diciembre [...], se declara, en su artículo 32.2 que “con la 
devolución de ingresos indebidos, la Administración abonará el interés de demora regulado en el art. 26 de la misma 
Ley [...], sin necesidad de que el obligado tributario lo solicite”, teniendo en cuenta que “a estos efectos, el interés de 
demora se devengará desde la fecha en que se hubiese realizado el ingreso indebido hasta la fecha en que se orden 
el pago de la devolución”; y en su art. 221.2, que “cuando el derecho a la devolución se hubiera reconocido... en 
virtud de un acto administrativo o una resolución económico administrativa o judicial, se procederá a la ejecución 
de la devolución en los términos que reglamentariamente se establezcan”.

Así pues, en las presentes actuaciones y teniendo en cuenta las previsiones de la LGT y la interpretación 
jurisprudencial citada, consideramos ajustado a derecho que la Administración recaudadora, -gestora tributaria por 
delegación- liquidase los intereses de demora, si no deseaba incurrir en un enriquecimiento injusto; debiendo con 
posterioridad reclamar si lo estimase procedente contra la Gerencia Territorial del Catastro.

Por todo lo anterior nuestra Recomendación solicitaba que se procediera a revocar la resolución expuesta [del 
Servicio], y se procediera a la liquidación y abono de los intereses de demora devengados desde la fecha en que se 
produjeron los ingresos indebidos, conforme solicitaron los interesados.

La Administración nos contestó que su resolución al respecto fue la que se adoptó en su momento, sin que pareciere 
estar dispuesta a revisarla en el sentido que propugnábamos, a la vista de su escueta contestación, dejando suscitada la 
correspondiente discrepancia técnica por lo que reseñamos la presente queja y la queja 18/2198, promovida 
por los mismos motivos ante el Servicio Provincial de Gestión y Recaudación de la Diputación Provincial de Jaén.

1.1.2.2 Administraciones Públicas y Ordenación Económica

1.1.2.2.1 Transparencia

En este apartado reseñamos la queja 17/2144 tramitada ante el Ayuntamiento de Utrera, sobre falta de 
respuesta al escrito de un representante de una asociación política, solicitando diversa información relativa al 
detalle de una serie de gastos relacionados con campaña propagandística realizada en ejercicio anterior (2017) por 
la Administración municipal.

Como quiera que la queja fue formulada al amparo de la normativa de procedimiento común, ante la falta de 
respuesta del referido Ayuntamiento a aquella solicitud de información del interesado y a la propia Institución 
del Defensor del Pueblo Andaluz, formulamos a la Administración municipal Recordatorio del deber de resolver 
expresamente, conforme a lo establecido en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, sobre Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

El precepto señalado establece la obligación de la Administración de dictar resolución expresa y de notificarla en 
todos los procedimientos, sin perjuicio de que en el procedimiento intervenga prescripción, renuncia, caducidad 
o desistimiento, o bien la desaparición sobrevenida de su objeto. En el presente caso, como en otros de falta de 
respuesta administrativa, debemos hacer referencia a la jurisprudencia creada en torno al control constitucional de 
las resoluciones judiciales que declaran la extemporaneidad de recursos contencioso-administrativos interpuestos 
contra la desestimación por silencio administrativo de solicitudes o reclamaciones de los interesados.

Así en nuestro Recordatorio al Ayuntamiento de Utrera, citábamos, a tal efecto, la Sentencia 72/2008, de 23 
de junio de 2008, dictada por la Sala Primera del Tribunal Constitucional en el Recurso de amparo 6615-2005, 
Fundamento Jurídico 3:

«Se ha venido reiterando, conforme a esta jurisprudencia constitucional, que el silencio administrativo 
negativo es simplemente una ficción legal que responde a la finalidad de que el administrado pueda acceder 
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a la vía judicial superando los efectos de inactividad de la Administración; se ha declarado que, frente a 
las desestimaciones por silencio, el ciudadano no puede estar obligado a recurrir siempre y en todo caso, 
so pretexto de convertir su inactividad en consentimiento del acto presunto, imponiéndole un deber de 
diligencia que, sin embargo, no le es exigible a la Administración en el cumplimiento de su deber legal de 
dictar resolución expresa en todos los procedimientos. Bajo estas premisas, este Tribunal ha concluido 
que deducir de ese comportamiento pasivo del interesado su consentimiento con el contenido de un acto 
administrativo presunto, en realidad nunca producido, supone una interpretación que no puede calificarse de 
razonable —y menos aún, con arreglo al principio pro actione, de más favorable a la efectividad del derecho 
fundamental del art. 24.1 CE—, al primar injustificadamente la inactividad de la Administración, colocándola 
en mejor situación que si hubiera cumplido con su deber de dictar y notificar la correspondiente resolución 
expresa».

La institución del silencio administrativo negativo -a diferencia del silencio administrativo positivo, que tiene la 
consideración de verdadero acto administrativo finalizador del procedimiento- se configura por ley exclusivamente 
como una garantía para la defensa judicial de sus derechos por parte de los interesados. Por tanto, la Administración 
no queda eximida de su obligación de resolver.

En casos como el expuesto en la presente queja, consideramos que el silencio administrativo supone una 
quiebra para el derecho de la ciudadanía a una buena administración, derecho que garantiza el artículo 31 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía y que comprende el derecho de todos ante las Administraciones Públicas, 
a participar plenamente en las decisiones que les afecten, obteniendo de ellas una información veraz, y a que sus 
asuntos se traten de manera objetiva e imparcial y sean resueltos en un plazo razonable.

Por otra parte, el silencio administrativo, comporta una quiebra o lesión de los principios rectores de la actuación 
administrativa, establecidos en el artículo 133 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y, originariamente, en el 
artículo 103 de la Carta Magna.

Estos principios fueron objeto de desarrollo normativo -actualmente- en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), cuyo artículo 3 establece que las Administraciones Públicas sirven 
con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con una serie de principios, entre ellos los de eficacia 
y sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho. Igualmente deberán respetar en su actuación los 
principios de servicio efectivo a los ciudadanos; simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos; participación, 
objetividad y transparencia; racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos; buena fe y confianza 
legítima, entre otros. Así, podemos añadir los principios de eficacia, eficiencia, simplificación de procedimientos, 
transparencia, buena fe, protección de la confianza legítima y proximidad a los ciudadanos, así como sometimiento 
a la Constitución, al Estatuto y al resto del ordenamiento jurídico.

En la queja que comentamos y en todas las que habíamos iniciado por falta de respuesta a solicitudes de acceso a 
información, tramitadas con arreglo al procedimiento administrativo común, formulamos Recordatorio del deber 
legal de tener en cuenta los preceptos legales señalados anteriormente y Recomendación en el sentido de que se 
diera respuesta al escrito de la parte interesada a la mayor brevedad posible.

El Ayuntamiento de Utrera no nos contestó por lo que procedimos a la inclusión y reseña de la queja en el apartado 
correspondiente del presente Informe Anual al Parlamento.

La misma falta de respuesta se producía respecto a nuestra Resolución en el expediente de queja 16/6991 
promovido a instancia de parte sobre el Ayuntamiento de Marbella, solicitando el interesado información sobre 
expediente de reforma de su vivienda. La queja tuvo que ser concluida sin respuesta del Ayuntamiento, por lo que 
también se reseña su inclusión en el Informe Anual al Parlamento en el apartado correspondiente.

 En la queja 17/2112, promovida a instancia de parte solicitando al Ayuntamiento de Níjar diversa 
documentación e información sobre obras de urbanización, también habíamos formulado Resolución en el sentido 
señalado anteriormente. La Administración municipal nos respondió que había notificado a la parte interesada 
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facilitándole documentación e información relativa al canon y cuotas de urbanización de Cortijo Las Negras y se le 
había facilitado el acceso al expediente. Razón por la que consideramos aceptada nuestra Resolución.

...

1.1.2.3 Administración electrónica y Protección de Datos personales

...

A este respecto, y sin querer obviar otras muchas novedades que merecerían ser destacadas, cabe afirmar que 
fueron dos los elementos de carácter general que en nuestra opinión constituyeron la mayor innovación del RGPD:

De una parte, el principio de responsabilidad proactiva. El RGPD lo describió como la necesidad de que el 
responsable del tratamiento aplique medidas técnicas y organizativas apropiadas a fin de garantizar y poder 
demostrar que el tratamiento es conforme con el Reglamento.

En términos prácticos, este principio requiere que las organizaciones analicen qué datos tratan, con qué finalidades 
lo hacen y qué tipo de operaciones de tratamiento llevan a cabo. A partir de este conocimiento deben determinar 
de forma explícita la manera en que aplicarán las medidas establecidas en el RGPD, asegurándose de que esas 
medidas son las adecuadas para cumplir con el mismo y de que pueden demostrarlo ante los interesados y ante las 
autoridades de supervisión.

Y de otra parte, el enfoque de riesgo. Con respecto al mismo, el RGPD señaló que las medidas dirigidas a garantizar 
su cumplimiento deberían tener en cuenta la naturaleza, el ámbito, el contexto y los fines del tratamiento así como 
el riesgo para los derechos y libertades de las personas.

El RGPD vino a exigir por tanto un mayor nivel de responsabilidad por parte de las organizaciones, un análisis 
proactivo de las circunstancias que puedan concurrir en cada caso, una evaluación de los riesgos potenciales y la 
determinación toda una suerte de medidas de responsabilidad activa sobre la base de ese enfoque de riesgo.

En nuestra Comunidad, el Estatuto de Autonomía para Andalucía regula el derecho a la protección de datos en 
su artículo 32, insertándolo así en el Capítulo II del Título primero, dedicado a los “Derechos y Deberes”. De este 
modo se dispone que “Se garantiza el derecho de todas las personas al acceso, corrección y cancelación de sus datos 
personales en poder de las Administraciones públicas andaluzas”.

A este respecto, no podíamos por menos que manifestar la preocupación de esta Institución por las dilaciones 
habidas en la asunción por el Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía de las competencias que 
en materia de protección de datos le encomienda la Ley 1/2014, especialmente cuando estábamos a escasas fechas 
de que comenzase a aplicarse en Andalucía una norma de tanta trascendencia y alcance como era el Reglamento 
General de Protección de Datos.

Por todo lo anterior y ante la inminencia de la fecha para la aplicación efectiva del RGPD (25 de mayo de 2018), el 
Defensor del Pueblo Andaluz acordó la iniciación de la queja de oficio, de conformidad y en aplicación de lo 
establecido en los artículos 1.1 y 10.1 de la Ley 9/1983, de 1 de diciembre, reguladora de la Institución, el Defensor del 
Pueblo Andaluz; instando de la Consejería de Presidencia (Viceconsejería) la emisión de informe dirigido a conocer 
las acciones que se estuvieran llevando por la Junta de Andalucía para la adecuación de su actividad a lo prevenido 
en el RGPD.

A este respecto, y con independencia de la información general que considerara oportuno remitirnos el 
Departamento indicado, le concretamos algunos aspectos o cuestiones:

-	 Estructura organizativa prevista por la Junta de Andalucía para la disposición de los Delegados de Protección 
de Datos que son exigidos por el art. 37 del RGPD.
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